
5119 ORDEN de 25 de enero de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Valencia en el recurso 
número 569/1981, interpuesto por don Manuel Vi­
cente Romaguera.

Ilmo. Sr : En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero £39/1881, seguido en única instancia ante la Sala de lo 
Contencioso Administrativo de la Audiencia Territorial de Va­
lencia, por don Manuel Vicente Romaguera, contra la Admi­
nistración Pública, representada y defendida por e¡ Abogado del 
Estado, sobre liquidación de la Cuantía de ios trienios efec­
tuada al interesado por el Habilitado, por no haber sido prac­
ticada contarme a lo dispuesto en el Reai Decreto-ley 70/1978, 
de 29 de diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía que 
a la proporcionalidad 6 le corresponde como Auxiliar Diplo­
mado de la Administración de Justicia y ante el silencio admi­
nistrativo apdcado a la reclamación del referido Auxiliar, se ha 
dictado sentencia por la mencionada Sala, con fecha 27 de 
noviembre de 1982, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos Que estimando, como estimamos, el recurso con- 
tencioso-administrativo interpuesto por uon Manuel Vicente Ro­
maguera, contra la denegación tácita de- la Subsecretaría del

Ministerio de Justicia de su pretensión de que le fueran abo­
nadas las diferencias entre lo realmente percibido, en concepto 
de trienios, durante el año mil novecientos setenta y nueve y lo 
debido de percibir con arreglo al índice d proporcionalidad 
seis, debemos declarar y declaramos no ajustada a derecho 
la referida denegación y, consecuentemente, la anulamos; todo 
ello con condena a la Administración demandada a abonar las 
diferencias mencionadas y sin hacer especial imposición da 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará certifi­
cación a autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Fir­
mada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley regu»adora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativ-a de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I, para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 25 de enero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario técnico.de Relaciones con la Administración
de Justicia.

5120
ORDEN de 25 de enero de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Valencia en el recurso 
número 568/1981, interpuesto por doña María Asun­
ción Pérez Cortés.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 568,1981, seguido en única instancia ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Va­
lencia, por doña María Asunción Pérez Cortés, contra la Admi­
nistración Pública, representada y defendida por el Abogado 
del Estado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios efec­
tuada a la interesada por el Habilitado, por no.haber sido prac­
ticada conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/ 
1978, de 29 de diciembre, al no haberle sido aplicada la cuan­
tía que a ia proporcionalidad 6 le corresponde como Auxiliar 
Diplomado de ia Administración de Justicia y ante el silencio 
administrativo aplicado a la reclamación del referido Auxiliar, 
se ha d'ctado sentencia por la mencionada Sala, con fecha 1 de 
diciembre de 1982, cuya parte dispositiva dice a-sí:

«Fallamos: Que estimando, como estimamos, el recurso con- 
tencioso-administrativó interpuesto por doña María Asunción Pó- 
res Cortés, contra la denegación tácita de la Subsecretaría del 
Ministerio de Justicia de su pretensión de que le fueran abo­
nadas las diferencias entre lo realmente percibido, en concepto 
de trienios, durante el año mil novecientos setenta y nueve y lo 
debido percibir con arreglo al índice de proporcionalidad seis, 
debemos declarar y declaramos no ajustadas a derecho la refe­
rida denegación y, consecuentemente, la anulamos-, todo ello 
con condena a la Administración demandada a abonar las 
diferencias mencionadas y sin hacer especial imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia de la que se llevará certifi­
cación a autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Fir­
mada y rubricada.»

En su virlud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en I.. Ley reguladora de la Jurisdicción Cc-ntencioso- 
Administrativa ele 27 de diciembre de 1936, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos ¡a expresada condena.

Lo digo a V. 1.' para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 25 de enero de 1983 — P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

5121 ORDEN de 25 de enero de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Valencia en el recurso 
número 567/1981, interpuesto por don Francisco 
de Asís Cañizares Juan.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso administrativo con nú­
mero 567/1981, seguido en única instancia ante la Sala de lo 
Conrrncioso Administrativo de la Audiencia Territorial de Va­
lencia, por don Francisco de Asís Cañizares Juan, contra la 
Administración Pública, representada - defendida por el Abo­
gado del Estado sobro liquidación de .a cuantía de los trienios 
efectuada al interesado por el Habilitado, por no haber sido 
practicada conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/ 
1978, de 29 de diciembre, al no haberle s do aplicada la cuantía 
que a la proporcionalidad 8 le corresponde como Auxiliar Di­
plomado de la Administración de Justicia y ante el silencio

administrativo aplicado a ia reclamación del referido Amiliar, 
se ha dictado sentencia por la mencionada Sala, con fecha 27 de 
noviembre de 1982, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que estimando, como estimamos, el recurso con- 
tencioso-admmistrativo interpuesto por don Francisco dé Asís 
Cañizares Juan, contra la denegación táctica de la Subsecretaría 
del Ministerio de Juticia de su pretensión de que le fueran 
abonadas las diferencias sobre lo realmente percibido, en con­
cepto de trienios, durante el año mil novecientos setenta y nue­
ve y lo debido de percibir con arregio al índice de proporcio­
nalidad seis, debemos declara y declaramos no. ajustada a 
derecho la referida denegación > consecuentemente la anula­
mos; todo ello con condena a la Administración demandada 
a abonar las diferencias mencionzdas y sin hacer especial im­
posición de costas.

Así por esta nuestra sentencia de la que sé llevará certifi­
cación a autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Fir­
mada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1056, ha dispuesto que se 
cúmpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I para su conocimiento y efectos.
Dios guarde' a V. 1.
Madrid, 25 de enero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo Sr. Secretario técnico de- Relaciones con la Administración
de Juslicia.

5122 RESOLUCION de 24 de enero de 1983, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado, 
en el recurso gubernativo interpuesto por el Notario 
de Madrid don Roberto Blanquer Uberos, contra 
 la negativa del Registrador mercantil de esta ciu­
dad a inscribir una escritura de aumento de capital 
de una Sociedad Anónima.

En el recurso gubernativo interpuesto por ai Notario de 
Madrid, don Roberto Bianquer Uberos, contra la negativa dei 
Registrador mercantil de esta c.udad a inscribir una escritura 
d» aumento de capital de ur.a Sociedad Anónima-,

Resultando que por escritura autorizada por el Notario re­
currente, don Roberto Bianquer Uberos, el día 8 de junio de 1981, 
don Manir:! Eraso Mazmsia, actuando en nombre y represen­
tación de la Compañía Mercantil Anónima «Internar, S. A.», pro­
cedió a la formalización del acuerdo de aumento de capital de 
esta Sociedad, así como la suscripción del capital aumentado 
por don Roland Manfred Sch-neider, de nacionalidad ■ alemana; 
que en el dispositivo quinto de la escritura se dispone; «El 
señor compareciente, según actúa, manifiesta y hace constar 
que el dinero aplicado por el suscriptor don Roland Manfred 
Schneider al desembolso verificado, tiene carácter de "capital 
exterior1 , extremo que rrte acredita ante mi, el Notario, con 
certificación que me exhibe y le devuelvo, expedida por el 
Banco Pastor, agencia urbana de la calle de Francisco Silvela, 
número 46 de esta capital, fecha 13 de abril de 1981»; que en 
dicha escritura se hizo consrai mediante nota lo siguiente: «N ña, 
e mismo día de su otorgamiento, doy curso a la declaración 
ce inversión extranjera motivada.por la ampliación formalizada 
en csLe instrumento en el modelo T-E-l, número 1078668»;

Resultando que presen ada copia de la interior escritura 
en el Registro Mercantil Je Madrid, fue calificada con nota 
de! siguiente tenor literal: -Suspendida la inscripción del pre­
cedente documento: Por no acompañarse la certificación harn­
earía, acreditativa de la inversión extranjera a que se refiere 
la disposición quinta de. la escritura y no justificarse en conse­
cuencia la suficiencia de dicho documento. Defecto que se con-
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sidera subsanable. Y de conformidad con miS cotitulares ex­
tiendo la presente nota, y no practicándose anotación preventiva 
por rio haberse solicitado. Madrid, 2 de octubre, de 1981».;

Resultando que por el Notario autorizante de la escritura 
se interpuso recurso contra la anterior calificación, alegando: 
Que el procedimiento de la declaración de inversiones extran­
jeras establecido por la Resolución de la Dirección General de 
Transacciones Exteriores de 25 de enero de 1975, se articula 
como cauce para el acceso al Registro de Inversiones Extran­
jeras de las declaraciones pertinentes a la realización y liqui­
dación de dichas inversiones; que el cumplimiento por el heda- 
tario del deber de declarar la inversión extranjera, supone la 
realización de dos actividades; Primera, de carácter receptivo 
y que consiste en la recepción del medio, de prueba adminis­
trativo y en la calificación de su suficiencia y adecuación, 
y segunda, de carácter emisor, que consiste en dar curso a la 
declaración da inversión extranjera con diligencia del fedatario 
interviniente; que la vigente Legislación de Inversiones Extran­
jeras' no atribuye papel alguno al Registro Mercantil en el 
procedimiento de inversiones extranjeras, ni en cuanto a la 
regularidad de su realización ni en cuanto al derecho de su 
liquidación y reexportación; que en el Registro Mercantil no 
están sujetos a inscripción los contratos de suscripción y desem­
bolso, sino sólo el hecho global del número de acciones sus­
critas y del desembolso realizado; que de conformidad con los 
preceptos del Reglamento del Registro Mercantil que regulan 
el alcance de la calificación registral, la exigencia de presentar 
el certificado barcario no puede basarse en la necesidad de 
consignar en la inscripción dato alguno referente al desembolso 
efectuado por el suscriptor; que sólo se justificaría la pretensión 
de acompañar la certificación barcaria, en el supuesto de que 
de la escritura no resultasen elementos suficientes para juzgar 
su legalidad, caso que no ocurre en el presente, en donde ha 
quedado reflejado en la escritura el cumplimiento de los deberes 
que la Ley de Inversiones Extranjeras impone al fedatario; 
que en el supuesto de haber sido intervenida la suscripción y el 
desembolso por mediador mercantil en funciones notariales, y la 
escritura de ampliación de capital sólo contuviese las indica­
ciones propias de esta operación, la calificación no alcanzaría 
al tema de la suscripción y desembolso, además de que la frus­
tración de estas dos últimas operaciones no determina la frus­
tración de la ampliación de capital; que la calificación registral 
no ruede convertirse en una reiteración de los juicios y califica­
ción propios de la autorización notarial, ignorando el valor 
jurídico que las leyes le atribuyen y la presunción de legalidad 
que le reconocen; que no es aplicable al supuesto de este re­
curso el primer considerando d la resolución de 4 de mayo 
de 1981, ya que, como se ha expuesto, el Notario cumplió las 
obligaciones que le impone la Legislación de Inversiones Ex­
tranjeras, quedando constancia de su cumplimiento en la propia 
escritura; que, en'definitivp de la Legislación de Inversiones 
Extranjeras no resulta que deba presentarse en el Registro la 
referida certificación; que los defectos de que pueda adolecer 
la inversión, no afectan a la ampliación de capital, y que no se 
puede suplantar la actividad atribuida al Notario;

Resultando que el Registrador mercantil dictó acuerdo por el 
que mantenía totalmente la nota recurrida, a'egando; Que el 
motivo de la nota recurrida está en el hecho de no justificarse 
la suficiencia de dicho documento, cuestión bien diferente a la 
de la necesidad de acompañar el certificado, ya que la califi­
cación de la, suficiencia implica un juicio de valor sobre su con­
tenido a efectos de calificación en otras esferas no reguladas por 
la Legislación de Inversiones Extranjeras y que como declaró 
la resolución de 4 de mayo de 1981 «no implica el que no pueda 
el Registrador examinar si ha tenido lugar con las debidas 
garantías la aportación a realizar a una Sociedad, dada la 
transcendencia que este acto representa tanto para la propia 
Sociedad como para terceros y acreedores»; que es necesaria 
la calificación de los requisitos de validez del contrato de apor­
tación a una Sociedad puesto que sólo cuando ha sido cele­
brado válidamente puede estimarse realizado el aumento del 
capital produciendo —mediante su inscripción en el Registro 
Mercantil— la plenitud de sus efectos; que no es obstáculo a lo 
anterior el artículo 114 del Reglamento del Registro Mercantil 
puesto que viene referido a las circunstancias de la inscripción 
y no a la validz del conjunto de los actos que se inscriben; 
que el artículo 5 del Reglamento del Registro Mercantil al 
establecer que los Registradores han de examinar si se han 
cumplido los preceptos legales de carácter imperativo, es la 
que impone el examen de la certificación bancaria acreditativa 
de la aportación dineraria extranjera; que aunque el Notario 
sea responsable de la calificación por él efectuada, ello no dis­
pensaría de las responsabilidades al Registrador que, basándose 
en el juicio Notarial inscribiese un aumento de capital con 
aportación extranjera defectuosa; que la cláusula quinta de la 
escritura, tal y como está redactada, no permite la calificación 
de todos y cada uno de los extremos que debe contener la 
certificación bancaria acreditativa de la aportación al capital 
de la Sociedad; que, en consecuencia, es preciso reseñar sufi­
cientemente la certificación en la escritura, bien mediante su 
incorporación a la matriz, su transcripción en ella, o bien 
mediante su unión a la copia;

Vista la Ley de Inversiones Extranjeras de 31 de octubre 
de 1974 y su Reglamento de igual fecha, así como la Resolución 
de la Dirección General de Transacciones Exteriores de 25 de 
 enero de 1975 y la de 28 de abril de 1962;

Considerando que en este recurso se plantea la cuestión de si 
a efectos de inscripción de una escritura de aumento de capital 
social es suficiente para practicarla la manifestación hecha por 
el Notario autorizante de habérsele acreditado el carácter de 
capital exterior de una de las aportaciones realizadas mediante 
la presentación de la correspondiente certificación bancaria, 
que una vez exhibida ha devuelto al presentante, o por el con­
trario, ha de acompañarse esta certificación de la copia pre­
sentada en el Registro, o al menos aparecer transcrita o in­
corporada a la matriz, para que pueda el Registrador tenerla 
a la vista para un más completo ejercicio de su función;

Considerando que la importancia que la inscripción tiene en 
todo sistema de publicidad por las indudables ventajas que 
ofrece, unida a la responsabilidad del Registrador, imponen una 
rigurosa censura de los documentos inscribibles, consecuencia 
del principio de legalidad establecido en el artículo 5 del Regla­
mento del Registro Mercantil que confiere a los funcionarios 
encargados de llevarlo amplias facultades en orden a la cali­
ficación, sobre todo si se trata de escrituras públicas y aunque 
se hace necesario mantener este principio en toda su integridad, 
no hay que olvidar que dentro de la unidad de la función 
calificadora, ha de existir un adecuado paralelismo entre sus 
facultades y obligaciones que en cierto modo limitan el campo 
en que su función se desenvuelve a lo estrictamente necesario 
para extender el asiento solicitado, por lo que en este caso 
concreto habrá que examinar el alcance que a la actuación 
del fedatario se le confiere en el procedimiento articulado por 
los Decretos de 31 de octubre de 1974 como cauce para el 
acceso al Registro de Inversiones Extranjeras de aquellas in­
versiones que tienen por objeto la aportación de capital ex­
tranjero a una Sociedad Mercantil española;

Considerando que los mencionados Decretos de 31 de octubre 
de 1974 (texto refundido de la Ley y Reglamento) permiten en 
sus artículos 2.º y 3.° la participación en una sociedad española 
de aportaciones de capital exterior, con la obligación estable­
cida en el. artículo 22 de la Ley y 28 de su Reglamento de decla­
rar esta inversión extranjera en el Registro de Inversiones del 
Ministerio de Economía y Comercio, a fin de que puedan pro­
ducirse los efectos que los propios textos legales señalan y 
desarrollando esta materia la Resolución de !a Dirección Gene­
ral de Transacciones Exteriores de 25 de enero de 1975, en su 
norma 4, apartado b) referida a ampliación de capital, esta- 
blece que estas aportaciones exteriores se habrán de acreditar 
ante el fedatario mediante la correspondiente certificación ban­
cada;

Considerando que la razón o justificación de la vigente nor­
mativa estriba en la trascendencia que para el interesado tiene 
la declaración del fedatario a través del parte correspondiente, 
ya que ello supone se ha concretado el negocio jurídico —en 
esta caso, ampliación de capital— del que es un supuesto la 
inversión, y así podrá inscribirse en el Registro de Inversiones 
Extranjeras, que permitirá al aportante gozar de los beneficios 
establecidos por las leyes españolas, y tanto e así que los 
artículos 20 y 29 del Reglamento citado, tras establecer cue 
las inversiones extranjeras se formalizarán en documento auto­
rizado por fedatario público español, impone a éste que con 
carácter previo al ejercicio de su función requiera a los par- 
ticulares para que exhiban los documentos que acrediten haber 
obtenido las autorizaciones exigidas;

Considerando que por la legislación especial aplicable se 
impone al Notario el tener que calificar, a través del corres­
pondiente juicio, la legitima disponibilidad del dinero español 
por un inversor extranjero no residente, pero de la lectura del 
artículo 29 del Reglamento se deduce que así como en los 
supuestos en que el acto sea inscribible en el Registro de la 
Propiedad, se establece esta obligación además para los encar­
gados de dicho Registro, no se contiene una prevención similar 
cuando se trata de actos inscribibles en el Registro Mercantil, 
y como por otra parte en los artículos 102 f) yg), 114, 115 y 118 
del Reglamento del Registre Mercantil, no figura entre las 
circunstancias generales y de los Estatutos sociales que hayan 
de inscribirse todo aquello que afecte a cada contrato de sus­
cripción tanto en cuanto al suscriptor como respecto do la-pro­
cedencia del dinero desembolsa lo, habrá que concluir que en 
este caso—asi como en otros que toda escritura normalmente 
contiene—será suficiente la aseveración o juicio emitido por el 
fedatario;

Considerando, en efecto, que no a todos los hechos o circuns­
tancias narradas en la escritura pública se extiende la califi­
cación del Registrador, sino a aquellos que sean estrictamente 
necesarios para la práctica del asiento solicitado tai como se 
indica en el segundo Considerando, porque como ya declaró 
la resolución de 23 de marzo de 1926, los documentos notariales 
se deforman con la práctica de transcribir literalmente pode­
res, acuerdos, certificados v justificantes, así como repetir par­
ticularidades sin importancia que entorpecen la filación y colo­
can las cláusulas contractuales en los repliegues de una mons­
truosa acumulación de datos o antecedentes,

Esta Dirección General ha acordado revocar el acuerdo y 
la nota del Registrador.

Lo que comunico a V. S. con devolución del expediente ori­
ginal para sus oportunos efectos.

Madrid, 24 de enero de 1983.—El Director general, Francisco 
Mata Pallarás.

Sr. Registrador mercantil de Madrid.


